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SUMARIO: Declaración de validez del decreto 135
de fecha 7 de febrero de 2006. (7.065-D.-2006.)

I. Dictamen de mayoría.
II. Dictamen de minoría.

I

Dictamen de mayoría

Honorable Congreso:

La Comisión Bicameral Permanente prevista en los
artículos 99, inciso 3, y 100, incisos 12 y 13 de la
Constitución Nacional ha considerado el expedien-
te referido al decreto del Poder Ejecutivo 135 de fe-
cha 7 de febrero de 2006 por el cual se convalidan
las reasignaciones de costos fiscales y las reformu-
laciones de proyectos no industriales ya efectua-
das por las autoridades de aplicación.

En virtud de los fundamentos que se exponen en
el informe adjunto, y por los que oportunamente
ampliará el miembro informante, se aconseja la apro-
bación del siguiente

Proyecto de resolución

El Senado y la Cámara de Diputdos de la Nación

RESUELVEN:

Artículo 1° – Declarar la validez del decreto 135
de fecha 7 de febrero de 2006.

Art. 2° – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

De acuerdo con las disposiciones pertinentes,
este dictamen pasa directamente al orden del día.

Sala de la comisión, 22 de noviembre de 2006.

Jorge M. Capitanich. – Diana B. Conti. –
Luis F. J. Cigogna. – Jorge A. Landau.
– Agustín O. Rossi. – Patricia Vaca
Narvaja. – Nicolás A. Fernández. –
María L. Leguizamón. – Miguel A.
Pichetto.

INFORME

Honorable Congreso:

1. Antecedentes

La reforma constitucional de 1994 dejó atrás la dis-
cusión doctrinaria y jurisprudencial, que en el mar-
co del paradigma instaurado por los constituyen-
tes del 53/60, se planteaba1.

En procura de una regulación del poder atribui-
do al presidente de la Nación se establecieron me-
canismos tendientes a resolver el uso y la instru-
mentación de tres decretos cuyas características han
sido tipificados en nuestra Constitución Nacional:
a) los decretos de necesidad y urgencia, b) la dele-

1 Joaquín V. González se pronunciaba a favor de la
constitucionalidad de los decretos de necesidad y urgencia
siempre que ellos sean sometidos a consideración del H. Con-
greso de la Nación Manual de la Constitución argentina,
1890.

En una postura distinta, se ubica Linares Quintana, si-
guiendo el criterio ortodoxo de que lo que no está previsto
en la ley no se puede hacer. A é1 adhieren Bidart Campos,
Vanossi, entre otros.

Julio R. Comadira analiza ambas posturas doctrinarias.
“Los decretos de necesidad y urgencia en la reforma cons-
titucional” (“L.L.” 1995 B, páginas 823:850).
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gación legislativa, y c) la promulgación parcial de
las leyes.

Estos decretos han sido consagrados expresa-
mente en los artículos 99, inciso 3, 76, 80 y 100,
incisos 12 y 13 de la Constitución Nacional.

El artículo 99 en su parte pertinente establece:

Capítulo tercero Atribuciones del Poder Ejecuti-
vo. Artículo 99: El presidente de la Nación tiene las
siguientes atribuciones:

 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

”3. Participa de la formación de las leyes con arre-
glo a la Constitución, las promulga y hace publicar.
El Poder Ejecutivo no podrá en ningún caso bajo
pena de nulidad absoluta e insanable, emitir dispo-
siciones de carácter legislativo. Solamente cuando
circunstancias excepcionales hicieran imposible se-
guir los trámites ordinarios previstos por esta Cons-
titución para la sanción de las leyes, y no se trate
de normas que regulen materia penal, tributaria,
electoral o el régimen de los partidos politicos, po-
drá dictar decretos por razones de necesidad y ur-
gencia los que serán decididos en acuerdo general
de ministros que deberán refrendarlos, juntamente
con el jefe de Gabinete de Ministros.

”El jefe de Gabinete de Ministros personalmente
y dentro de los diez días someterá la medida a con-
sideración de la Comisión Bicameral Permanente,
cuya composición deberá respetar la proporción de
las representaciones políticas de cada Cámara. Esta
comisión elevaría su despacho en un plazo de diez
días al plenario de cada Cámara para su expreso tra-
tamiento, el que de inmediato considerarán las Cá-
maras. Una ley especial sancionada con la mayoría
absoluta de la totalidad de los miembros de cada
Cámara regulará el trámite y los alcances de la in-
tervención del Congreso.”

Capítulo cuarto. Atribuciones del Congreso. Ar-
tículo 76: “Se prohíbe la delegación legislativa en el
Poder Ejecutivo, salvo en materias determinadas de
administración o de emergencia pública, con plazo
fijado para su ejercicio y dentro de las bases de la
delegación que el Congreso establezca.

”La caducidad resultante del transcurso del pla-
zo previsto en el párrafo anterior no importará revi-
sión de las relaciones jurídicas nacidas al amparo
de las normas dictadas en consecuencia de la dele-
gación legislativa.”

Capítulo quinto: De la formación y sanción de
las Leyes. Artículo 80: “Se reputa aprobado por el
Poder Ejecutivo todo proyecto no devuelto en el
término de diez dias útiles. Los proyectos desecha-
dos parcialmente no podrán ser aprobados en la
parte restante. Sin embargo, las partes no observa-
das solamente podrán ser promulgadas si tienen au-
tonomía normativa y su aprobación parcial no alte-
ra el espíritu ni la unidad del proyecto sancionado

por el Congreso. En este caso será de aplicación el
procedimiento previsto para los decretos de nece-
sidad y urgencia”

Capítulo cuarto. Del jefe de Gabinete y demás
ministros del Poder Ejecutivo: Artículo 100:

 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“12. Refrendar los decretos que ejercen facultades
delegadas por el Congreso, los que estarán sujetos
al control de la Comisión Bicameral Permanente.

”13. Refrendar juntamente con los demás minis-
tros los decretos de necesidad y urgencia y los de-
cretos que promulgan parcialmente leyes. Someterá
personalmente y dentro de los diez días de su san-
ción estos decretos a consideración de la Comisión
Bicameral Permanente.”

La introducción de los institutos denominados
“decretos de necesidad y urgencia” y “facultades
delegadas” en el nuevo texto constitucional de 1994,
implica poner reglas a una situación de excepción
y, por lo tanto al estricto control que la Constitu-
ción Nacional le atribuye al Congreso Nacional.

Sin embargo ella no ha previsto el trámite ni los
alcances de la intervención del Congreso sino que
lo ha dejado subordinado a una ley especial.

La ley 26.122 sancionada el 20 de julio de 2006
regula el trámite y los alcances de la intervención
del Congreso, respecto de los decretos que dicta el
Poder Ejecutivo: a) de necesidad y urgencia, b) por
delegación legislativa, y c) de promulgación parcial
de leyes.

El título II de la ley 26.122 establece el régimen
jurídico y la competencia de la Comisión Bicameral
Permanente y, en su artículo 52, precisa que ella es-
tará integrada por ocho (8) diputados y ocho (8) se-
nadores, designados por el presidente de sus res-
pectivas Cámaras.

La resolución del presidente de la Honorable Cá-
mara de Diputados de la Nación 1.130 de fecha 12
de octubre de 2006 ha designado a los señores di-
putados de la Nación miembros de dicha comisión.

En igual sentido, el presidente de la Honorable
Cámara de Senadores de la Nación ha emitido los
decretos 54 de fecha 13 de octubre de 2006 y 57 de
fecha 25 de octubre de 2006.

II. Objeto
Se somete a dictamen de vuestra comisión el de-

creto del Poder Ejecutivo nacional 135 de fecha 7
de febrero de 2006, que tiene como objeto convali-
dar las reasignaciones de costos fiscales y las
reformulaciones de proyectos no industriales ya
efectuadas por las autoridades de aplicación.

II.a. Análisis del decreto

El Poder Ejecutivo nacional ha dejado constan-
cia en el último párrafo del “considerando” del cita-
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do decreto que el mismo se dicta en uso de las atri-
buciones conferidas por al Poder Ejecutivo nacio-
nal por el artículo 99, inciso 3, de la Constitución
Nacional.

La ley 26.122, en el capítulo I de título III se refie-
re a los dictámenes de la Comisión Bicameral Per-
manente respecto de los decretos de necesidad y
urgencia estableciendo en su artículo 102 que vues-
tra comisión debe expedirse expresamente sobre la
adecuación del decreto a los requisitos formales y
sustanciales establecidos constitucionalmente para
su dictado.

La lectura del artículo 99, inciso 3, de la Consti-
tución Nacional permite distinguir como requisitos
formales: a) la firma del señor presidente de la Na-
ción, b) firma de los señores ministros y del señor
jefe de Gabinete de Ministros dictado en acuerdo
general de ministros y refrendado juntamente con
el señor jefe de Gabinete de Ministros, y c) remiti-
do por el señor jefe de Gabinete de Ministros a la
Comisi6n Bicameral Permanente y como requisitos
sustanciales: a) razones de necesidad y urgencia y
b) en orden a la materia, debe regular aquella que
no trate de materia penal, tributaria, electoral o el
régimen de partidos políticos.

El decreto 135/06 en consideración ha sido firma-
do por el señor presidente de la Nación, doctor
Néstor Kirchner, el señor jefe de Gabinete de Mi-
nistros, doctor Alberto Fernández y los señores mi-
nistros Aníbal D. Fernández, Jorge E. Taiana, Julio
M. De Vido, Felisa Miceli, Nilda C. Garré, Alberto J.
B. Iribarne, Juan C. Nadalich y Ginés M. GonzáIez
García concluyéndose que ha sido decidido en
acuerdo general de ministros y refrendado juntamen-
te con el jefe de Gabinete de Ministros, de confor-
midad con el artículo 99, inciso 3, párrafo 3°.

Respecto al último requisito formal a tratar referi-
do a la obligación del jefe de Gabinete de Ministros
de someter la medida a consideraci6n de la Comi-
sión Bicameral Permanente dentro de los 10 días,
é1 se encuentra cumplido toda vez que ha sido re-
mitido a través del mensaje … de fecha  … de 2006.

No obstante, vuestra comisión ha concluido que
atento a que aquella cláusula ha tomado el carácter
de operativa con la reciente sanción de la ley 26.122
que estableció el régimen legal de los decretos de
necesidad y urgencia, de delegación legislativa y
de promulgación parcial de leyes y, en virtud de la
cual, se ha conformado vuestra comisión, corres-
ponde considerar cumplido el mismo respecto de los
decretos de necesidad y urgencia emitidos con an-
terioridad al 25 de octubre de 2006, fecha en la que
ha quedado conformada la Comisión Bicameral Per-
manente.

Las razones citadas precedentemente, sumadas a
las necesidades organizativas de vuestra comisión
y al cúmulo de decretos a tratar  –las que constitu-
yen una situación de excepción– deben considerarse

en virtud del cumplimiento del plazo establecido por
el artículo 93, inciso 3, para elevar vuestro despa-
cho al plenario de cada Cámara.

La posición adoptada por vuestra comisión tiene
fundamento en el artículo 82 de la Constitución Na-
cional que establece “La voluntad de cada Cámara
debe manifestarse expresamente; se excluye, en to-
dos los casos, la sanción tácita o ficta” y en el prin-
cipio de seguridad jurídica que exige que se man-
tenga la vigencia de los decretos de necesidad y
urgencia hasta tanto é1 sea derogado formalmente
por el Congreso 2.

Corresponde a continuación analizar el cumpli-
miento de los requisitos sustanciales en dictado del
decreto 135/06.

Las reasignaciones de costos fiscales teóricos
y/o reformulaciones de proyectos no industriales
aprobados por las autoridades de aplicación pro-
vinciales reflejan una situación no expresamente
contemplada en la normativa promocional y pre-
supuestaria, afectando derechos subjetivos de ter-
ceros.

Los gobiernos de las provincias de La Rioja, Ca-
tamarca, Misiones, Corrientes, Salta, Chaco, Cór-
doba, Formosa, Mendoza, Santiago del Estero, San
Luis y San Juan, en carácter de autoridad de apli-
cación de la ley  22.021 y sus modificatorias, leyes
22.702 y 22. 973, han proporcionado información
relativa a proyectos no industriales aprobados y
encuadrados en el marco de las disposiciones de
dichas normas legales, y que involucran reasigna-
ciones de costos fiscales teóricos y/o reformula-
ciones de proyectos.

Iguales facultades y por las mismas normas pre-
supuestarias fueron acordadas a los Poderes Eje-
cutivos de otras jurisdicciones provinciales.

Tales facultades fueron restituidas u otorgadas,
según el caso, para aprobar proyectos no industria-
les con imputación al cupo presupuestario estable-
cido para cada ejercicio fiscal en la respectiva ley
presupuestaria, rigiendo dicho mecanismo hasta la
ley presupuestaria correspondiente al ejercicio 1999.

El cupo fiscal para proyectos no industriales pre-
visto en las leyes de presupuesto constituía un ele-
mento regulador para la concesión de beneficios
que reflejaba el limite máximo del sacrificio fiscal que
el Estado nacional estaba dispuesto a afrontar du-
rante un periodo anual como aporte a la promoción.

De acuerdo con lo establecido por el artículo 22
de la ley, 22.021 y sus modificatorias, leyes 22.702 y

2 Esta posición ha sido sostenida por autores como Bidart
Campos, Pérez Hualde, Cassagne, entre otros quienes han
señalado que ni siquiera una ley que reglamente el trámite y
alcance de la intervención del Congreso podrá prescribir que
el silencio implique la aprobación tácita del decreto de ne-
cesidad y urgencia.
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22.973, la autoridad de aplicación estaba autorizada
para aprobar beneficios de acuerdo con el cupo fis-
cal que a esos efectos fijaba el entonces Ministerio
de Economía y se incluia en la ley de presupuesto
respectiva, constituyendo dicho cupo el límite para
esa aprobación.

La reasignación posterior de los costos fiscales
que originalmente correspondieron a un proyecto
aprobado y, por lo tanto, imputado al cupo fiscal
correspondiente al año de su aprobación obedeció
en la mayoría de los casos, a la falta de cumplimien-
to del proyecto original.

El incumplimiento de un proyecto promovido oca-
siona el decaimiento de la promoción oportunamen-
te otorgada y la consecuente extinción del cupo fis-
cal imputado, resultando por lo tanto improcedente
su reasignación; es decir que, agotado el derecho
de uso de beneficios no es posible hacerlo renacer
como un cupo liberado.

No obstante ello, las autoridades de aplicación
provinciales aprobaron nuevos proyectos no indus-
triales a los que les fueron reasignados costos fis-
cales teóricos imputados a cupos fiscales presu-
puestarios correspondientes a ejercicios anteriores.

Los proyectos incluidos en la medida de conva-
lidación en tratarniento, han dado comienzo a la eje-
cución de su plan de inversiones y utilizado el be-
neficio de diferimiento de obligaciones impositivas.

Sin perjuicio de las condiciones en que dichas in-
versiones fueron aprobadas, su abandono signifi-
caría, además del perjuicio sobre el esfuerzo econó-
mico emprendido, la pérdida de puestos de trabajo
con el impacto social que tal situación implica o, en
su defecto, la imposibilidad de generarlos.

Ello amerita un tratamiento diferencial, de carác-
ter excepcional, que atenúe los aspectos negativos
del cuadro de situación descrita.

La convalidación de las reasignaciones de cos-
tos fiscales y las reformulaciones de proyectos no
industriales ya efectuados por la autoridad de apli-
cación.

Las razones de necesidad y urgencia requeridas
para habilitar la competencia del Poder Ejecutivo en
materia legislativa han sido descritas en el conside-
rando del decreto 135/06.

La existencia de una situación de incertidumbre
en los titulares de los proyectos no industriales que
se encuentran en la situación detallada y que han
sido incorporados en el anexo que forma parte del
decreto 135/06, con el consecuente perjuicio sobre
el esfuerzo económico emprendido y la pérdida de
puestos de trabajo con el impacto social que tal si-
tuación implica, amerita el dictado de un decreto de
necesidad y urgencia.

El espíritu legislativo que no ha variado atento a
que en definitiva el Congreso en ejercicio de sus

atribuciones constitucionales propias no ha adop-
tado decisiones diferentes en los puntos de políti-
ca involucrados3.

En razón a la materia regulada en el presente de-
creto, ella no está comprendida dentro de aquella
que taxativamente prohíbe el artículo 99, inciso 3,
por no tratarse de materia penal, tributaria, electoral
o el régimen de partidos políticos.

III. Conclusión

Encontrándose cumplidos, en el dictado del de-
creto 135/06, los requisitos formales y sustanciales
establecidos en artículo 99, inciso 3, de la Constitu-
ción Nacional y recepcionados en la ley 26.122, por
el artículo 10, vuestra comisión propone que se re-
suelva declarar expresamente la validez del decreto
de necesidad y urgencia 135 de fecha 7 de febrero
de 2006.

Jorge M. Capitanich. – Luis F. J. Cigogna.
– Jorge A. Landau. – Agustín O. Rossi.
– Patricia Vaca Narvaja. – María L.
Leguizamón. – Miguel A. Pichetto.

II

Dictamen de minoría

Honorable Congreso:

La Comisión Bicameral Permanente –ley 26.122–
ha considerado el decreto de necesidad y urgencia
135, del 7 de febrero de 2006 (B.O. 9/2/2006); y por
las razones expuestas en el informe que se acompa-
ña y las que dará el miembro informante, aconseja
su rechazo.

Sala de la comisión, 22 de noviembre de 2006.

Pablo G. Tonelli.

INFORME

Honorable Congreso:

Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabi-
lidad a fin de someter a su consideración el presen-
te dictamen respecto del decreto de necesidad y ur-
gencia 135, del 7 de febrero de 2006 (B.O. 9/2/2006);
mediante el cual el Poder Ejecutivo dispuso que la
Administradón Federal de Ingresos Públicos acep-
te determinados diferimientos impositivos (artículo
10, decreto citado).

El titular del Poder Ejecutivo dictó el decreto bajo
análisis en uso de la atribución que le confiere el

3 Ambos presupuestos han sido delineados como básicos
para la validez de los DNU en el voto de la mayoría en el
caso “Peralta”, Corte Suprema de Justicia (“Fallos”
313:1.513) (“L.L.” 1990-D, 131).
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artículo 99, inciso 3, de la Constitudón Nacional
(como se expresó en el ú1timo considerando del
propio decreto); por lo que no cabe duda de que se
trata de un decreto de necesidad y urgencia que,
como tal, debe ser objeto de consideración y dicta-
men por parte de esta comisión (artículos 2°, 10, 19
y concordantes, ley 26.122).
1. Criterio rector

Para el análisis del decreto en cuestión es necesa-
rio partir del principio establecido en el artículo 99,
inciso 3, de la Constitución Nacional, según el cual
“el Poder Ejecutivo no podrá en ningún caso bajo
pena de nulidad absoluta e insanable, emitir dispo-
siciones de carácter legislativo” (segundo párrafo).

El principio es consecuencia, claro está, de la divi-
sión de poderes que es inherente al carácter de re-
pública que la Constitución le asignó a nuestra na-
ción y a la existencia de un Congreso, encargado de
legislar (artículos 1°, 44 y concordantes). Teoría o
doctrina la de división de poderes, que es la “más
conforme a la naturaleza de las cosas”. la “más propía
para el cumplimiento de los fines de todo gobierno”
y “la mejor manera de defender y garantir contra las
tentativas de la tiranía los derechos y libertades de
los hombres” a juicio de Joaquín V. González (Ma-
nual de la Constitución argentina, página 310, 26a

ed., Angel Estrada y Cia., Buenos Aires, 1971). E in-
dispensable a juicio de la Corte Suprema de Justicia,
que muy poco después de instalada expresó que “si
la división de poderes no está plenamente asegura-
da, la forma republicana de goblemo es una ficción”
(caso, “Ramón Ríos y otros”, 1863).

Pero el principio de que el presidente no puede
legislar admite, sin embargo, una excepción previs-
ta en el siguiente párrafo del mismo artículo 99, in-
ciso 3, de la Constitución Nacional. Se prevé en esa
norma, en efecto, que “solamente cuando circuns-
tancias excepcionales hicieran imposible seguir los
trámites ordinarios previstos por esta Constitucón
para la sanción de las leyes, y no se trate de nor-
mas que regulen materia penal, tributaria, electoral
o de régimen de los partidos políticos, podrá (el Po-
der Ejecutivo) dictar decretos de necesidad y urgen-
cia, los que serán decididos en acuerdo general de
ministros que deberán refrendarlos, juntamente con
el jefe de Gabinete de Ministros”.

De manera tal que tenemos un principio rector
–de acuerdo con el cual al Poder Ejecutivo le está
vedado emitir disposiciones de carácter legislativo–
y una excepción en caso de circunstancias excep-
cionales que hagan imposible seguir el trámite ordi-
nario de las leyes. En consecuencia, fluye del texto
constitucional que corresponde aplicar un criterio
restrictivo cuando se trata de juzgar la validez de
decretos; de necesidad y urgencia dictados por el
Poder Ejecutivo (CSJ, “Fallos” 322-1726, consid. 7°;
en igual sentido: Gregorio Badeni, Tratado de de-
recho constitucional, tomo II, página 1.259, ed. La
Ley, Avellaneda, 2004).

No hay que perder de vista, además, que se trata
del ejercicio, por parte del Poder Ejecutivo, de una
atribución que no le es propia sino que, muy por el
contrario, es privativa de otro poder. Por lo tanto,
si el criterio no fuera restrictivo se correría el riesgo
de alterar y afectar gravemente el equilibrio de los
poderes, confiriendo atribuciones exorbitantes al
presidente de la Nación y poniendo en riesgo las
libertades individuales.

2. Recaudos formales

El citado artículo 99, inciso 3, de la Constitución
Nacional establece, además de los requisitos sus-
tanciales, determinados recaudos formales para que
se justifique la emisión de un decreto de necesidad
y urgencia por parte del presidente de la Nación.

El primero de esos recaudos formales es que el de-
creto en cuestión sea “decidido” en acuerdo general
de ministros, quienes deben refrendarlo junto con el
jefe de Gabinete de Ministros. Este último funciona-
rio, además, debe remitirlo al Congreso dentro de los
diez dias hábiles posteriores a la emisión del decreto,
lo que constituye un segundo recaudo formal.

El tercer recaudo es formal pero también sustan-
cial y se trata de la prohibición de que se trate de
regular “materia penal, tributaria, electoral o de ré-
gimen de los partidos políticos” (artículo 99, inciso
3, tercer párrafo, de la Constitución Nacional).

De manera tal que el primer análisis de un decre-
to de necesidad y urgencia, a la hora de dictaminar
acerca de su validez, debe ser el referido a los men-
cionados recaudos formales y a la verificación de
que no viole la prohibición de regular sobre las ma-
terias que la Constitución Nacional ha prohibido ha-
cerlo. Recién luego de superado ese primer análisis
o control, corresponde entonces considerar la exis-
tencia, o no, de las circunstancias justificantes
igualmente previstas en la norma constitucional.

4. El decreto 135/06

En el caso del decreto bajo análisis de esta Co-
misión Bicameral, la consideración acerca de su po-
sible validez no puede superar la primera etapa, o el
primer escalón de los recaudos a satisfacer.

Porque el decreto se dictó para resolver que la AFIP
acepte “los diferimientos de impuestos que, en el
marco de las disposiciones del artículo 11 de la ley
22.021 y sus modificatorias, leyes 22.702 y 22.973, co-
rrespondan a inversionistas en proyectos no indus-
triales oportunamente aprobados e imputados de
conformidad a las normas vigentes al momento de
su imputación y aprobación, y que, sin que se pro-
dujera cambio de titularidad de los mismos, fueron
objeto de reformulaciones posteriores por parte de
la autoridad de aplicación respectiva, las que se
convalidan por la presente medida, y cuyo titular, acto
administrativo de aprobación y actuaciones por las
que fuera imputado el respectivo costo fiscal teóri-
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co, se consignan en el anexo II que forma parte inte-
grante del presente decreto” (artículo 1°).

Se trata, como se aprecia, de “materia tributaria” que
es una de las expresamente excluidas de las que pue-
den ser objeto de un decreto de necesidad y urgencia.
Por lo tanto, dada la claridad de la prohibición que no
prevé excepción alguna y la indiscutible sustancia de
la materia resuelta en el decreto bajo análisis, no
cabe otra posibilidad más que rechazar la decisión.

Sin perjuicio de ello, es necesario destacar, como
lo he hecho en anteriores dictámenes, que el jefe
de Gabinete se ha limitado a enviar al Congreso sólo
el texto del decreto, sin haber adjuntado todos los
antecedentes del caso y el respectivo expediente
administrativo, como hubiera correspondido. Es im-
portante tener presente, en ese sentido, que si el
decreto de necesidad y urgencia de que se trate sa-
tisface los recaudos formales que debe cumplir, el
siguiente paso del análisis es determinar si existie-
ron las circunstancias justificantes de la emisión de
la norma; es decir, las “circunstancias excepciona-
les” a que se refiere la Constitución Nacional. Y se-
ría de suma e indiscutible utilidad, para considerar
la existencia, o no, de esas “circunstancias excep-
cionales”, poder consultar el expediente administra-
tivo y conocer cuáles fueron los extremos de he-
cho tenidos en cuenta por el presidente para decidir
la emisión de un decreto de necesidad y urgencia.

Además, está muy claro que el decreto no se dic-
tó en protección de los “intereses generales de toda
la sociedad”, sino bien por el contrario para benefi-
ciar a “determinados individuos”, lo que va en con-
tra de la comentada doctrina de la Corte Suprema.

5. Conclusión

La conclusión, luego del precedente análisis, es
que el Poder Ejecutivo dictó el decreto de necesi-
dad y urgencia 135/06 sin respetar la prohibición de
no legislar sobre “materia tributaria” (artículo 99, in-
ciso 3, tercer párrafo, de la Constitución Nacional).

Por todas las razones expuestas, se aconseja el
rechazo del decreto de necesidad y urgencia 135,
del 7 de febrero de 2006, bajo análisis.

Pablo G. Tonelli.

ANTECEDENTE

Buenos Aires, 7 de febrero de 2006.
Al Honorable Congreso de la Nación.

Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabi-
lidad, a fin de comunicarle el dictado del decreto 135
del 7 de febrero de 2006, que en copia autenticada
se acompaña.

Dios guarde a vuestra honorabilidad.
Mensaje 136

NÉSTOR C. KIRCHNER.
Alberto A. Fernández. – Felisa Miceli.

VISTO los expedientes S01:0012348/2005;
S01:0357090/2004; S01:0332958/2004; S01:0331757/
2004; S01:0339695/2004, S01:0019882/2005;
S01:0002732/2005; S01:0357318/2004; S01:0347328/
2004; S01:0030826/2005; S01:0084329/2005;
S01:0115636/2005 y S01:0114987/2005; S01:03114642/
2005; S01:0178092/2005; S01:0319586/2005;
S01:0251634/2005; S01:0216459/2005; S01:0311168/
2005; S01:0345034/2005, todos ellos del Registro del
Ministerio de Economía y Producción, y

CONSIDERANDO:
Que las reasignaciones de costos fiscales teóricos

y/o reformulaciones de proyectos no industriales
aprobados por las autoridades de aplicación provin-
ciales reflejan una situación no expresamente con-
templada en la normativa promocional y presupues-
taria, afectando derechos subjetivos de terceros.

Que determinadas autoridades de aplicación han
manifestado al Poder Ejecutivo nacional la relevan-
cia de la cuestión planteada, habiéndose tramitado
ésta mediante expediente S01:0030826/2005 del que
surge la inquietud de implementar una alternativa
de solución definitiva.

Que, a esos fines, por las actuaciones citadas en
el visto los gobiernos de las provincias de La Rioja,
Catamarca, Misiones, Corrientes, Salta, Chaco, Cór-
doba, Formosa, Mendoza, Santiago del Estero, San
Luis y San Juan, en carácter de autoridad de aplica-
ción de la ley 22.021 y sus modificatorias leyes
22.702 y 22.973, han proporcionado información re-
lativa a proyectos no industriales por ellas aproba-
dos y encuadrados en el marco de las disposicio-
nes de dichas normas legales, y que involucran
reasignaciones de costos fiscales teóricos y/o
reformulaciones de proyectos.

Que conforme lo establecido por el decreto 1.927
de fecha 15 de septiembre de 1993 y las sucesivas
y posteriores leyes de presupuesto, les fueron res-
tituidas las facultades de autoridad de aplicación
para la aprobación de nuevos proyectos no indus-
triales a aquellos gobiernos provinciales a los que
la ley 22.021 y sus modificatorias leyes 22.702 y
22.973 habían conferido originalmente tal carácter.

Que iguales facultades y por las mismas normas
presupuestarias fueron acordadas a los Poderes Eje-
cutivos de otras jurisdicciones provinciales.

Que tales facultades fueron restituidas u otorga-
das, según el caso, para aprobar proyectos no in-
dustriales con imputación al cupo presupuestario
establecido para cada ejercicio fiscal en la respecti-
va ley presupuestaria, rigiendo dicho rnecanismo
hasta la ley presupuestaria correspondiente al ejer-
cicio 1999.

Que el cupo fiscal para proyectos no indus-
triales previsto en las leyes de presupuesto cons-
tituía un elemento regulador para la concesión
de beneficios que reflejaba el límite máximo del



CAMARA DE DIPUTADOS DE LA NACION O.D. Nº 1.761 7

sacrificio fiscal que el Estado nacional estaba dis-
puesto a afrontar durante un período anual como
aporte a la promoción.

Que de acuerdo con lo establecido por el artícu-
lo 22 de la ley 22.021 y sus modificatorias, leyes
22.702 y 22.973, la autoridad de aplicación estaba
autorizada para aprobar beneficios de acuerdo con
el cupo que a esos efectos fijaba el entonces Mi-
nisterio de Economía y se incluía en la ley de pre-
supuesto respectiva, constituyendo dicho cupo el
límite para esa aprobación.

Que, en consecuencia, esa autorización no podía
ni puede ser ejercida para aprobar proyectos no in-
dustriales con imputación al cupo presupuestario
correspondiente a un año determinado con poste-
rioridad al día 31 de diciembre de dicho año.

Que la reasignación posterior de los costos fis-
cales que originalmente correspondieron a un pro-
yecto aprobado y, por lo tanto, imputado al cupo
fiscal correspondiente al año de su aprobación, obe-
deció, en la mayoría de los casos, a la falta de cum-
plimiento del proyecto original.

Que el incumplimiento de un proyecto promovi-
do ocasiona el decaimiento de la promoción opor-
tunamente otorgada y la consecuente extinción del
cupo fiscal imputado, resultando por lo tanto im-
procedente su reasignación; en otras palabras, ago-
tado el derecho al uso de beneficios no es posible
hacerlo renacer como un cupo liberado.

Que, no obstante las limitaciones apuntadas, las
autoridades de aplicación provinciales aprobaron
nuevos proyectos no industriales a los que les fue-
ron reasignados costos fiscales teóricos imputados
a cupos fiscales presupuestarios correspondientes
a ejercicios anteriores.

Que en su mayoría los proyectos incluidos en la
presente medida de convalidación, han dado co-
mienzo a la ejecución de su plan de inversiones y
utilizado el beneficio de diferimiento de obligacio-
nes impositivas.

Que sin perjuicio de las condiciones en que di-
chas inversiones fueron aprobadas, es indudable
que hayan tenido o no principio de ejecución, su
abandono significaría, además del perjuicio sobre
el esfuerzo económico emprendido, la pérdida de
puestos de trabajo con el impacto social que tal si-
tuación implica o, en su defecto, la imposibilidad de
generarlos.

Que ello amerita un tratamiento diferencial, el que
debe entenderse como de carácter excepcional, que
atenúe los aspectos negativos del cuadro de situa-
ción señalado.

Que es necesario dejar aclarado que es voluntad
política del gobierno nacional procurar una extinción
ordenada del régimen de promoción no industrial ins-
tituido por la ley 22.021 y sus modificatorias, leyes
22.702 y 22.973, al tiempo de asegurar la necesaria es-

tabilidad jurídica para el desarrollo y mantenimiento
de los proyectos encuadrados en el mismo.

Que, en consecuencia, se entiende procedente
convalidar las reasignaciones de costos fiscales y
las reformulaciones de proyectos no industriales ya
efectuadas por las autoridades de aplicación.

Que tal convalidación no debe efectuarse en tér-
minos generales sino que tiene que circunscribirse,
exclusivamente a los casos respecto de los cuales
la autoridad de aplicación respectiva proporcionó
la información necesaria a esos efectos, la cual es
incorporada en los anexos que forman parte de la
presente medida.

Que la ley 22.021 y sus modificatorias, leyes
22.702 y 22.973, establece que la cancelación de los
impuestos diferidos al amparo del régimen promo-
cional por ella dispuesto deberá efectuarse en cin-
co (5) anualidades consecutivas a partir del sexto
ejercicio posterior a la puesta en marcha del pro-
yecto promovido.

Que a los fines de preservar los ingresos públi-
cos y dotar de mayor certeza a las estimaciones pre-
supuestarias, se hace necesario disponer que los
plazos de cancelación de las obligaciones diferidas
no deben alterarse ante eventuales modificaciones
de las fechas de puesta en marcha.

Que en orden a la experiencia recogida en la apli-
cación a actividades industriales de la sustitución
del sistema de utilización de beneficios promocio-
nales instituido por la ley 23.658 y por el decreto
2.054 de fecha 10 de noviembre de 1992, resulta acon-
sejable extender sus alcances al beneficio de exen-
ción del pago del impuesto a las ganancias del que
gozan las empresas titulares de proyectos no indus-
triales aprobados en el marco de la ley 22.021 y sus
modificatorias, leyes 22.702 y 22.973, para lo cual el
Poder Ejecutivo nacional cuenta con las facultades
conferidas por el decreto 2.054/92.

Que la nueva modalidad de utilización del bene-
ficio de exención del impuesto a las ganancias no
puede comenzar a regir en lo inmediato, por el con-
trario, se debe fijar un plazo tal que posibilite a la
Administración Federal de Ingresos Públicos, enti-
dad autárquica en el ámbito del Ministerio de Eco-
nomía y Producción, su instrumentación.

Que a los fines de aventar toda duda sobre la
cuestión, corresponde dejar sentado que, a los fines
fiscales, no producirán efectos los actos adminis-
trativos que involucren reasignaciones de benefi-
cios o reformulaciones de proyectos no industria-
les, que no fueran expresamente convalidados.

Que sin embargo, en situaciones excepcionales,
resulta razonable que las autoridades de aplicación
puedan autorizar reformulaciones de objeto y/o lo-
calización de los proyectos, sin que ello implique
alteración en el orden presupuestario.

Que tratándose, en la mayoría de los casos invo-
lucrados, de la convalidación de reasignaciones y
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reformulaciones de proyectos dedicados a activida-
des agropecuarias, las inversiones en ellos deben
concretarse en forma oportuna de conformidad con
los cronogramas proyectados a los fines de no afec-
tar el normal desarrollo de las mismas.

Que el marco de indefinición en el que se encuen-
tran inmersos tales emprendimientos conduce a in-
ferir, casi con certeza, el fracaso de muchos de ellos
si no se actúa con la celeridad necesaria que permi-
ta la continuidad de las inversiones.

Que la naturaleza excepcional de la situación plan-
teada hace imposible seguir los trámites ordinarios
previstos por la Constitución Nacional para la san-
ción de las leyes.

Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos
del Ministerio de Economía y Producción ha toma-
do la intervención que le compete.

Que el presente decreto se dicta en uso de las
facultades conferidas por el artículo 99, inciso 3, de
la Constitución Nacional y por el artículo 25 del de-
creto 2.054 de fecha 10 de noviembre de 1992.

Por ello,

El presidente de la Nación Argentina, en acuerdo
general de ministros

DECRETA:

Artículo 1º – La Administración Federal de Ingre-
sos Públicos, entidad autárquica en el ámbito del
Ministerio de Economía y Producción, aceptará los
diferimientos de impuestos que, en el marco de las
disposiciones del artículo 11 de la ley 22.021 y sus
modificatorias, leyes 22.702 y 22.973, correspondan
a inversionistas en proyectos no industriales que
fueron objeto de reasignaciones de costos fiscales
teóricos correspondientes a otros proyectos no in-
dustriales oportunamente aprobados e imputados
al cupo presupuestario respectivo de conformidad
con las normas vigentes al momento de su imputa-
ción y aprobación, las que se convalidan por la pre-
sente medida, y cuyo titular, acto administrativo de
aprobación y actuaciones por las que fuera imputa-
do el respectivo costo fiscal teórico se consignan
en el anexo I que forma parte integrante del presen-
te decreto.

Art. 2º – La Administración Federal de Ingresos
Públicos, entidad autárquica en el ámbito del Mi-
nisterio de Economía y Producción, aceptará los
diferimientos de impuestos que, en el marco de las
disposiciones del artículo 11 de la ley 22.021 y sus
modificatorias leyes 22.702 y 22.973, correspondan
a inversionistas en proyectos no industriales opor-
tunamente aprobados e imputados de conformidad
a las normas vigentes al momento de su imputación
y aprobación, y que, sin que se produjera cambio
de titularidad de los mismos, fueron objeto de
reformulaciones posteriores por parte de la autori-

dad de aplicación respectiva, las que se convalidan
por la presente medida, y cuyo titular, acto admi-
nistrativo de aprobación y actuaciones por las que
fuera imputado el respectivo costo fiscal teórico, se
consignan en el anexo 11 que forma parte integran-
te del presente decreto.

El monto de los impuestos a ser diferido por los
inversionistas en los proyectos consignados en el
referido anexo II a partir de la entrada en vigencia
del presente decreto no podrá exceder el remanente
no utilizado por los inversionistas en el o los pro-
yectos antecesores.

Art. 3º – La Administración Federal de Ingresos
Públicos, entidad autárquica en el ámbito del Mi-
nisterio de Economía y Producción, previamente a
su aceptación verificará el monto de diferimientos
de impuestos a que se refieren los artículos 1º y 2º
del presente decreto, los que no podrán superar a
los originalmente imputados por la Secretaría de Ha-
cienda del Ministerio de Economía y Producción
para el o los proyectos antecesores.

Art. 4º – La autoridad de aplicación deberá remi-
tir a la Administración Federal de Ingresos Públi-
cos, entidad autárquica en el ámbito del Ministerio
de Economía y Producción, dentro de los treinta (30)
días corridos contados a partir de la fecha de publi-
cación del presente decreto, los actos administrati-
vos consignados en los anexos I y II y el respecti-
vo Boletín Oficial en que los mismos hubieran sido
publicados.

Asimismo, las empresas titulares de los proyec-
tos no industriales aprobados por dichos actos ad-
ministrativos deberán informar a la Administración
Federal de Ingresos Públicos, en la forma y plazos
que esta disponga, el cronograma para la captación
del capital sujeto a beneficios que surja del cuadro
de Fuentes y Usos de Fondos previsto en la reso-
lución 773 de fecha 16 de septiembre de 1977 de la
ex Secretaría de Estado de Desarrollo Industrial,
aprobado por la respectiva autoridad de aplicación,
el que constituirá el marco dentro del cual la Admi-
nistración Federal de Ingresos Públicos, podrá acep-
tar los diferimientos de impuestos de los inversio-
nistas en dichos proyectos.

La Administración Federal de Ingresos Públicos,
remitirá dicha información a la Secretaría de Hacien-
da del Ministerio de Economía y Producción a los
fines de la nueva imputación de los costos fiscales
teóricos correspondientes a los proyectos rea-
signados o reformulados, consignados en los
anexos I y II, respectivamente.

Art. 5º – A efectos de la cancelación de los im-
puestos diferidos, los inversionistas en los proyec-
tos consignados en los anexos I y II deberán com-
putar, las cinco (5) anualidades consecutivas
establecidas en el artículo 11 de la ley 22.021 y sus
modificatorias, leyes 22.702 y 22.973, a partir del sex-
to ejercicio posterior a la puesta en marcha estable-
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cida en el acto administrativo particular referido en
los citados anexos.

Las futuras modificaciones de dicha puesta en
marcha no producirán efectos a los fines del cóm-
puto aludido, salvo autorización expresa del Poder
Ejecutivo nacional ante casos fortuitos definidos en
los términos del artículo 514 del Código Civil.

Art. 6º – Tratándose de los proyectos consigna-
dos en los anexos I y II, la utilización del beneficio
de diferimiento de impuestos posterior a la fecha de
entrada en vigencia del presente decreto implicará:

a) La renuncia, por parte de la empresa titular
y de sus inversionistas, a todo reclamo ad-
ministrativo y/o judicial contra el gobierno
nacional, a ser iniciado con posterioridad a
la fecha de entrada en vigencia del presente
decreto, relacionado con los actos adminis-
trativos involucrados en los citados anexos,
así como el desistimiento de los iniciados
con anterioridad a dicha fecha y el compro-
miso de asumir el pago de las costas del jui-
cio por su orden;

b) La extinción de los procedimientos inicia-
dos por la Administración Federal de Ingre-
sos Públicos, con anterioridad a la fecha de
entrada en vigencia del presente decreto in-
timando la cancelación de las obligaciones
diferidas por los inversionistas en los pro-
yectos reasignados o reformulados consig-
nados en los anexos I y II, respectivamen-
te. Cuando el caso se estuviera ventilando
en la Justicia, el pago de las costas será por
su orden.
Las intimaciones alcanzadas por la disposi-
ción precedente son, exclusivamente, las
causadas por falta de imputación presu-
puestaria y/o por considerarse inválido el
acto administrativo por el que fuera apro-
bada la reasignación y/o la reformulación de
que se trata, ahora convalidada por el pre-
sente decreto.

En los casos de proyectos que no cuenten con
remanente de capital sujeto al beneficio de diferi-
miento de impuestos, las empresas titulares y sus
inversionistas deberán formular en forma expresa
ante la Administración Federal de Ingresos Públi-
cos, dentro de los sesenta (60) días corridos de la
fecha de dictado el presente decreto, la renuncia a
que se refiere el inciso a) del presente artículo, la
cual producirá los efectos previstos en el inciso b)
del mismo.

Art. 7º – La Administración Federal de Ingresos
Públicos, entidad autárquica en el ámbito del Mi-
nisterio de Economía y Producción, verificará la uti-
lización de beneficios y, en su caso, intimará a los
titulares y/o a los inversionistas de los proyectos
antecesores de los consignados en el anexo I y, en
caso de corresponder, de los consignados en el

anexo II, el ingreso de los tributos utilizados con
motivo de la promoción oportunamente otorgada a
dichos proyectos antecesores de conformidad con
las disposiciones de la ley 11.683, texto ordenado
en 1998 y sus modificaciones, ello sin perjuicio de
las sanciones que pudieran corresponder por apli-
cación de las disposiciones del régimen promocio-
nal, de la citada ley y de las leyes 22.415, 23.771 y
24.769.

Art. 8º – A partir de los noventa (90) días corri-
dos contados desde la fecha de publicación del pre-
sente decreto, el beneficio de exención del pago del
impuesto a las ganancias previsto en el artículo 2º
de la ley 22.021 y sus modificatorias, leyes 22.702 y
22.973, otorgado por la autoridad de aplicación res-
pectiva a proyectos no industriales, será utilizado
bajo la modalidad de bonos de crédito fiscal, los que,
en cuanto corresponda, tendrán las características
previstas en el artículo 14 de la ley 23.658 y se regi-
rán por las disposiciones de los artículos 15, 16 y
17 de la misma ley.

A tales efectos será habilitada, para cada proyec-
to, una cuenta corriente computarizada en la cual
se acreditará el monto de los bonos de crédito fis-
cal que corresponda, discriminado por ejercicio fis-
cal, sobre la cual se aplicarán los débitos corres-
pondientes a cada utilización.

El monto de bonos de crédito fiscal a ser acredi-
tado en la cuenta corriente computarizada respecti-
va se determinará a partir del costo fiscal teórico
asignado para cada uno de los años que resten de
vigencia al beneficio acordado, comunicado opor-
tunamente por la autoridad de aplicación del régi-
men promocional a la Secretaría de Hacienda del Mi-
nisterio de Economía y Producción a los fines de la
respectiva imputación o, en su defecto, el que re-
sulte de las actuaciones administrativas por las que
se tramitó y aprobó el proyecto promovido, debi-
damente certificado por la autoridad de aplicación.

La primera utilización del bono de crédito fiscal
implicará, por parte de la empresa titular del proyecto
de que se trate, la aceptación de los montos acredi-
tados en la respectiva cuenta corriente computari-
zada y la renuncia a todo reclamo administrativo y/
o judicial con relación a la sustitución del sistema
de utilización del beneficio del impuesto a las ga-
nancias instituido por el presente artículo.

A los fines de las disposiciones del presente ar-
tículo, la Administración Federal de Ingresos Públi-
cos, entidad autárquica en el ámbito del Ministerio
de Economía y Producción, ejercerá las facultades
de autoridad de aplicación, quedando a su cargo el
otorgamiento, entrega y control de la utilización de
los bonos de crédito fiscal.

Si la instrumentación de la sustitución del sistema
de utilización del beneficio prevista en el presente
artículo así lo requiriera, facúltase a la Administra-
ción Federal de Ingresos Públicos, para establecer
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un plazo adicional al fijado en el primer párrafo, el
que no podrá superar los noventa (90) días corri-
dos contados desde la finalización del mismo.

Art. 9º – A los efectos fiscales no tendrán nin-
gún valor los actos administrativos dictados por las
autoridades de aplicación de la ley 22.021 y sus
modificatorias, leyes 22.702 y 22.973, por los que se
hubieran aprobado o se aprueben reformulaciones
de proyectos y/o reasignaciones de costos fiscales
de promoción no industrial, excepto los consigna-
dos en los anexos I y II del presente decreto.

Art. 10. – Quedan exceptuados de lo dispuesto
en el artículo precedente las reformulaciones de los
proyectos consignados en los anexos I y II, apro-
bados por la respectiva autoridad de aplicación a
partir del dictado de la presente medida, que se re-
fieran exclusivamente a modificaciones de objeto
y/o localización, y que cumplan todas y cada una
de las siguientes condiciones:

a) No se altere la titularidad del proyecto obje-
to de reformulación;

b) No se reduzca la dotación de personal esta-
blecida en el acto particular administrativo
consignado en los anexos I y II;

c) A los efectos de la devolución de los im-
puestos deberá considerarse la fecha de
puesta en marcha prevista en el acto parti-
cular consignado en los anexos I y II;

d) No se incremente el monto de beneficios
oportunamente otorgados conforme lo es-
tablecido en el acto particular referido en los
citados anexos, los que serán usufructuados
por los montos aún no utilizados.

A tal fin serán de aplicación las disposi-
ciones establecidas en la presente medida,
con excepción del plazo previsto en el

primer párrafo del artículo 4º, el que se con-
tará a partir de la fecha del acto administra-
tivo particular por el que se aprueba la refor-
mulación, y de lo previsto en el artículo 6º,
inciso b).

Art. 11. – Los proyectos aprobados mediante acto
administrativo dictado a la fecha del presente de-
creto, que no han sido objeto de reformulación y/o
reasignación, podrán ser reformulados por las au-
toridades de aplicación locales en los términos del
artículo precedente, para lo cual deberán ser comu-
nicados a la Secretaría de Hacienda en un plazo de
sesenta (60) días corridos a partir del dictado del
presente decreto.

Dicha comunicación deberá contener la nómina
de titulares de proyectos y actos administrativos
particulares, pasibles de reformulación, consignan-
do la fecha de puesta en marcha del proyecto origi-
nal y actuaciones por las que fuera imputado el res-
pectivo costo fiscal.

Transcurrido el plazo aludido, para los proyectos
no informados con el alcance del párrafo precedente,
será de aplicación lo establecido en el artículo 9º.

Art. 12. – Dese cuenta al Honorable Congreso de
la Nación.

Art. 13. – Comuníquese, publíquese, dese a la Di-
rección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Decreto 135

NÉSTOR C. KIRCHNER.
Aníbal D. Fernández. – Alberto A.

Fernández. – Felisa Miceli. – Julio M.
De Vido. – Jorge E. Taiana. – Nilda C.
Garré. – Ginés M. González García. –
Juan C. Nadalich. – Alberto J. B.
Iribarne.
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ANEXO I
Ley 22.021 y sus modificatorias

Promoción no industrial – Actividad agropecuaria y turística

Provincia de Catamarca
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